	
	



DICTAMEN  DE 7 DE JUNIO DE 2019 SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO FORAL DE MODIFICACIÓN DEL DECRETO FORAL 18/2013, DE 28 DE MAYO, QUE REGULA LAS OBLIGACIONES DE FACTURACIÓN
I.- ANTECEDENTES DE HECHO
El proyecto de Decreto Foral objeto del presente Dictamen ha sido remitido a esta Comisión Consultiva por el Diputado Foral del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, de conformidad con lo previsto en el apartado 1 del artículo 17 del Decreto Foral del Consejo de Diputados 40/1999, de 30 de marzo, que crea la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava, aprobando su Reglamento orgánico. A la petición de dictamen se acompaña una memoria con los resultados de los trámites de audiencia y consulta pública previa, un informe de impacto normativo y un informe de evaluación previa de impacto del género, tal como dispone el Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general, las guías para la elaboración de los informes de impacto normativo y de impacto de género y las directrices de técnica normativa.

Mediante este Decreto Foral se modifican las reglas referentes a la normativa aplicable en materia de facturación para los sujetos pasivos acogidos a los regímenes especiales aplicables a los servicios de telecomunicaciones, de radiodifusión o de televisión y a los prestados por vía electrónica, se actualiza la relación de las operaciones exentas por las que será obligatoria la expedición de factura y se excepciona a determinadas entidades financieras de la obligación de expedir facturas por las operaciones de seguros y financieras exentas del impuesto que realicen, y, por último, se amplía a los servicios de viajes sujetos al régimen especial de las agencias de viajes el procedimiento especial de facturación prevista en la disposición adicional tercera del reglamento de facturación.
II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS
1.- COMPETENCIA DE LA COMISIÓN CONSULTIVA PARA LA EMISIÓN DEL DICTAMEN
El Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Diputados de 30 de marzo, en su artículo 3, establece las competencias de la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava, entre las cuales se encuentra emitir dictamen sobre “Proyectos de disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución de las Normas Forales que regulen materias de la competencia exclusiva del Territorio Histórico o en ejecución de las Leyes de la Comunidad Autónoma en aquellas materias en que compete al Territorio Histórico el desarrollo reglamentario de las mismas”.
La primera referencia sobre la competencia del Territorio Histórico en el ámbito tributario la encontramos en la Disposición Adicional Primera de la Constitución Española que establece: “La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales. La actualización general de dicho régimen foral se llevará a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía”.
A su vez, el Estatuto de Autonomía del País Vasco, en su artículo 41.2.a), señala que “las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, atendiendo a la estructura general impositiva del Estado, a las normas que para la coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado se contengan en el propio Concierto, y las que dicte el Parlamento Vasco para idénticas finalidades dentro de la Comunidad Autónoma”.

El Concierto Económico suscrito entre el Estado y el País Vasco, aprobado por la Ley 12/2002, de 23 de mayo, establece en su artículo 1. Uno que “Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, su régimen tributario”.

Por su parte, la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos, señala en su artículo 7.6, como competencia exclusiva de los Órganos Forales, “las establecidas en el art. 41 del Estatuto de Autonomía y, en general, todas las que tengan atribuidas por la Ley del Concierto Económico y por otras normas y disposiciones de carácter tributario”.

La obligación de facturar está establecida en el artículo 29 de la Norma Foral General Tributaria de Álava, que habla de las obligaciones tributarias formales, y que dice en su letra e) del punto 2 que los obligados tributarios deben cumplir con “La obligación de expedir y entregar facturas o documentos sustitutivos y conservar las facturas, documentos y justificantes que tengan relación con sus obligaciones tributarias”. 

También el Decreto Foral Normativo 12/1993, que regula el Impuesto sobre el Valor Añadido, en su artículo 164, apartado Uno.3º establece la obligación de: "Expedir y entregar factura de todas sus operaciones, ajustada a lo que se determine reglamentariamente."
2.- COMPETENCIA ORGÁNICA Y HABILITACIÓN NORMATIVA
El artículo 4.1 de la Norma Foral General Tributaria de Álava atribuye a la Diputación Foral de Álava la potestad reglamentaria para el desarrollo de las normas tributarias, sin perjuicio de las facultades que corresponden a las Entidades Locales en relación con los tributos locales. 

Por su parte, el artículo 7.2 de la Norma Foral 52/92, de 18 de diciembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de la Diputación Foral de Álava establece que, “En el ejercicio de la potestad reglamentaria, corresponde al Consejo de Diputados aprobar, mediante Decretos Forales, Reglamentos de ejecución y desarrollo de las Normas Forales”.

Y la habilitación expresa para el desarrollo reglamentario en lo concerniente a las obligaciones tributarias formales la encontramos en la Norma Foral General Tributaria de Álava, en el  artículo 29, que precisa en su punto 3 que "En desarrollo de lo dispuesto en este artículo, las disposiciones reglamentarias podrán regular las circunstancias relativas al cumplimiento de las obligaciones tributarias formales".
 3.- PROCEDIMIENTO 
La tramitación del procedimiento se ha ajustado a las normas vigentes relativas a la elaboración de disposiciones generales, en cuanto al órgano competente para formular la propuesta, la emisión de los informes de impacto normativo, de evaluación previa de impacto en función del género y de control económico-normativo, la solicitud de consulta a la Comisión Consultiva y el órgano competente para su aprobación.

En particular, en atención a lo señalado en los artículos 9 y 13 del Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, se han llevado a cabo la consulta pública previa y el trámite de información pública del avance del proyecto por medios telemáticos a través de la web de la Diputación Foral de Álava, constando en el expediente las memorias sobre los resultados de estos trámites, de fechas 11 de abril  y 13 de mayo de 2019, en las que consta que no se han registrado propuestas u observaciones que deban ser valoradas para la redacción de la disposición normativa.

En relación con el apartado 5 del artículo 14 del Decreto Foral 29/2017, el Informe Económico del Servicio de Gestión de Ingresos Fiscales de 25 de abril de 2019 indica que la aprobación del proyecto no tendrá impacto económico alguno para el ejercicio presupuestario 2019.

Por otra parte, el informe del Servicio de Normativa Tributaria de 10 de abril de 2019 afirma que la disposición evaluada carece de pertinencia al género y, tras ser remitido al órgano de verificación, el Servicio de Igualdad, éste ratifica en su informe de 2 de mayo de 2019 que el proyecto de Decreto Foral no es pertinente al género.
III.- ESTRUCTURA DEL DECRETO FORAL.

El proyecto de Decreto Foral consta de una exposición de motivos, una parte dispositiva con un artículo único, dividido en cinco apartados, y una disposición final que fija la entrada en vigor de esta modificación al día siguiente al de su publicación en el BOTHA, con efectos a partir del 1 de enero de 2019.

La modificación planteada afecta al Decreto Foral 18/2013, de 28 de mayo, que aprueba el Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, en adelante reglamento de facturación.
IV. ANÁLISIS DE LA PROPUESTA NORMATIVA 
El primer apartado del artículo único del proyecto de Decreto Foral modifica el apartado 3 del artículo 2 del Reglamento de facturación, para adecuarse a lo dispuesto en la Directiva 2017/2455 del Consejo, de 5 de diciembre de 2017, por la que se modifican la Directiva 2006/112/CE y la Directiva 2009/132/CE en lo referente a determinadas obligaciones respecto del impuesto sobre el valor añadido para las prestaciones de servicios y las ventas a distancia de bienes.

De esta forma, desde el uno de enero de 2019 y a efectos de lo establecido en el régimen especial aplicable a los servicios de telecomunicaciones, radiodifusión o de televisión y a la prestación por vía electrónica, se establece la obligación de extender factura, de acuerdo con la normativa del Reglamento de facturación, cuando el prestador del servicio se encuentre acogido al citado régimen especial siendo España el Estado miembro de identificación.
Correlativamente cuanto el prestador del servicio se encuentre acogido a alguno de los regímenes especiales de la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido, y no sea España el Estado miembro de identificación, la normativa para la expedición de facturas no será la emanada del  Reglamento de facturación objeto de actualización.

En el segundo apartado se actualiza la relación de operaciones exentas del impuesto por las que se debe emitir factura, para incluir las prestaciones de servicios y las entregas de bienes realizadas por los partidos políticos con motivo de manifestaciones destinadas a reportarles apoyo financiero para el cumplimiento de su finalidad específica y para su exclusivo beneficio.
En el tercer apartado se amplía la excepción de la obligación de expedir facturas por las operaciones de seguros y financieras para las operaciones que realicen empresarios o profesionales distintos de entidades aseguradoras, sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva, entidades gestoras de fondos de pensiones, fondos de titulización y sus entidades gestoras y entidades de crédito.

En este punto parece que falta la conjunción copulativa ”y” entre las expresiones “y sus entidades gestoras”  y “entidades de crédito”. 

Por otra parte se habilita a la Dirección de Hacienda para poder eximir a otros empresarios y profesionales de la obligación de emitir factura, previa solicitud de los interesados, cuando quede justificada por las prácticas comerciales o administrativas del sector de actividad o por las condiciones técnicas de expedición de las facturas.
En el cuarto apartado se establece la obligación de expedir las facturas en series específicas para:

·  las entregas de plata, platino y paladio, teléfonos móviles y consolas de videojuegos, ordenadores portátiles y tabletas digitales cuando el destinatario sea un empresario o profesional revendedor de estos bienes cualquiera que sea el importe de la entrega o para empresarios o profesionales distintos de los revendedores cuando el importe total de las entregas, documentadas en la misma factura, exceda de 10.000 €, IVA excluido y siempre que estos productos no estén incluidos en el ámbito del régimen especial de bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección.

· Las operaciones intragrupo que se realicen entre entidades que apliquen el régimen especial de grupo de entidades.

Por último, en el apartado cinco se amplía a los servicios de viajes sujetos al régimen especial de las agencias de viajes el procedimiento especial previsto en la disposición adicional tercera del Reglamento de facturación para facturar determinadas prestaciones de servicios en cuya realización intervienen agencias de viajes actuando como mediadoras en nombre y por cuenta ajena. De esta forma tendrán que hacer constar por separado los servicios a los que se refieren la mediación prestados por otros empresarios o empresarias o profesionales incluyendo como datos relativos al obligado a expedir la factura los relativos a la agencia de viajes, y no los correspondientes a la empresaria o empresario o profesional que presta el servicio a que se refiere la mediación. También podrán documentarse en estas facturas figurando por  separado los datos relativos al mencionado servicio de mediación que deban constar en factura.

Debe señalarse también que el Consejo de Estado, en su dictamen 1027/2018 (Hacienda) de 20 de diciembre de 2018, se ha pronunciado sobre el mismo contenido relativo a los cambios en la normativa de territorio común que en esta materia de facturación han sido introducidos por la normativa europea. En el mismo expone que “la regulación proyectada, que en su versión definitiva coincide con la contenida en el texto inicial, no ha sido objeto de observaciones durante la tramitación del expediente.”
V. CONCLUSIONES
PRIMERA.- El Proyecto de Decreto Foral propuesto debe ser objeto de dictamen por la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava, por ser materia de competencia exclusiva del Territorio Histórico de Álava.
SEGUNDA.- El Proyecto de Decreto Foral se adecúa al ordenamiento jurídico y se dicta dentro del marco competencial y de habilitación legal establecido en la normativa.
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